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evitar y no lo hizo con anterioridad a conocer el resultado
desfavorable del litigio.

Por lo expuesto. el recurso de amparo debe ser
desestimado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CoNSTITUCIóN
DE LA NACIóN ESPMlOlA .

Ha decidido

.Denegar el amparo.

PubUquese esta Sentencia en el ceBoletrn Oficial del •
Estado».

Madrid. a veinticuatro de noviembre de mil novecien­
tos noventa y siete.-José Gabaldón López.-Fernando
Garcfa-Mon y González-Regueral.-Rafael de Mendizábal
Allende.-Julio Diego González Campos.-earles Viver
Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y rubri­
cados.

27968 Sala Segunda. Sentencia 198/1997. de 24
de noviembre de 1997. Recurso de amparo
2.975/1994. Contra Sentencia de la Audien­
cia Provincial de Barcelona que desestimó
recurso de apelación entablado contra la dic­
tada por el Juzgado de Primera Instancia
numo 28 de dicha capital sobre .reclamación
de cantidad. VulneraCión del derecho a utilizar
los medios de prueba pertinentes para la
defensa: denegación de recIbimiento a prueba
lesivB del deñK:ho.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don José Gabaldón López. Presidente; don
Fernando Garcfa-Mon y González: Regueral. don Rafael
de Mendizábal Allende. don Julio Diego González Cam­
pos. don Caries VlVer p¡.;.sunyer y don Tomás S. Vives
Antón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA'

En el recurso de amparo núm. 2.975/94. promovido
en su propio nombre y derecho por don Fernando Domin­
go BaItá. representado por el Procurador don Antonio
Garcra 'Martrnez. contra la Sentenciada la Sección Pri­
mera de la Audiencia Provincial de Barcelona. de 13
de julio de 1994. por la que se desestima el recurso
de apelación entablado contra la· dietada por el Júzgado
de Primera Instancia núm. 28 de dicha capital. sobre
reclamación de cantidad. Ha intervenido el Ministerio
Fiscal. siendo Ponente el Magistrado don Julio Diego
González Ca~, quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado ante este.l'ri~unal el
dfa 19 de agosto de 1994. la representación procesal
de don Fernando Domingo Baltá interpuso el recurso
de amparo del que se ha hecho mención en el enca­
bezamiento.

2. El recurso se fúndamenta en los siguientes
hechos:

,
A) El recurrente fue demandado en un. proceso

de menor cuantfa ante el Juzgado de Primera Instancia
núm. 28 de los de Barcelona. en el que se le exigfa.
el pago de determinadas cantidades en concepto de
obras realizadas en determinada vivienda.

B) En dicho proceso. y mediante providencia de
fecha 4 de diciembre de 1992. se inadmitieron la prác­
tica totalidad de los medios probatorios que el ahora
recurrente propuso para acreditar los hechos relatados
en su escrito de contestación a la demanda. en los que
se negaba la existencia de algunas de las obras cuyo
pago se requerfa. se afirmaba la defectuosidad de algu­
nas de las realizadas y. por último. se cuestionaban deter­
minados conceptos incorporados a la factura emitida
por la demandante. Interpuesto recurso de reposición.
el mismo fue desestimado por Auto de 3 de enero de
1993. en el que se declara expresamente que cdas pru&­
bas no admitidas se consideran impertinentes. Sin que
el escrito de recurso fundamente su necesidad, sino que
la propia parte califica de prueba imposible, y que deberla
de' acreditar la parte actora. En consecuencia, procede
confirmar la providencia recurrida».

C) Mediante Sentencia de 1 de diciembre de 1993.
el actor fue condenado al pago de las cantidades que
le habran sido reclamadas. al entender el Juez de Primera
Instancia que el demandado no habla acreditado la
inexistencia o la realización defectuosa de las obras cuyo
pago era objeto de la reclamación, cuando a él corres­
pondra la carga de la prueba de haCerlo.

O) Interpuesto y admitido recurso de apelación fren­
te a la anterior Sentencia. el recurrente en amparo.
mediante escrito de 2 de marzo de 1994 y en virtud
del arto 862.1 LE.C., propuso de nuevo todos los medios
de prueba que en primera instancia le hablan sido inad­
mitldos. La Audiencia Provincial de Barcelona, a través
de Auto de 8 de abril de 1994. denegó el recibimiento
a prueba de la apelación, incorporando como único fun­
damento de su negativa celos mismos motivos aducidos
en la instancia•.

E) Por medio de escrito de 22 de abril de 1994.
el actor solicitó de la Audiencia que le ilustrara sobre
los recursos procedentes frente al Auto denegatorio del
recibimiento a prueba de la segunda instancia, solicitud
que en ningún momento fue contestada.

F) La Audiencia Provincial. en fecha 13 de julio. de
1994. dictó Sentencia desestimatoria del recurso de ap&­
lación. confirmando fntegramente la Sentencia de pri­
mera instancia.

3. Considera la parte recurrente en amparo que
dichas resoluciones han wlnerado sus derechos funda­
mentales a la utilización de los medios de prueba per­
tinentes para la defensa. a la tutela judicial efectiva y
a los recursos.

A) Aduce. en primer término, que la negativa a la
admisión de los distintos medios probatorios que pro­
puso tanto en la primera como en la segunda instancia
es irrazonada. ilógica y arbitraria. porque. siendo per­
tinentes dichas prueJ:)as. se le denegaron sin fundamento
alguno.

B) En segundo término. entiende el demandante de
amparo que la Sentencia resolutoria del recurso de &pe­
lación. en cuanto' confirma rnt8Qramente la de primera
instancia. es iSiJualmente inmotIVada. ilógica e incon­
gruente. Inmotivada en lo relativo a la determinación
de la fecha inicial del cómputo para el cálculo de los
intereses de demoradlógica porque se fund,. en el hecho
de que ninguna de las partes contendientes propuso
la prueba pericial que dictaminara sobre las obrás efee-
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tivamente realizadas y el precio de las mismas. cuando
es lo cierto que el actor sr intentó acreditar. tanto en
primera como en segunda instancia. la falta de reali­
zación de algunos de los trabajos encargados y la defe<>­
tuosa realización de los realmente acometidos. Incon­
gruente porque no resuelve expresamente el problema
de la fijaCión.anticipada del precio de la obra como ClfJsa
de nulidad del arrendamiento de servicios.

C) Alega. por último. que la ausencia de respuesta
a su petician de ser ilustrado sobre los recursos admi­
sibles contra el Auto de denegación del recibimiento
a prueba en apelación. impidiéndole de este modo ejer­
citar la impugnación que legalmente procediese. ha lesio­
nado su derecho fundamental a los recursos.

. En dichos fundamentos basa su petición de que este
Tribunal anule la Sentencia dictada en segunda instancia

". por la Audiencia Provincial. y la retroacción de las actua­
ciones. al momento de resolver sobre la denegación de
prueba. '

4. Mediante providencia de 17 de' julio de 1996.
la Sección acordó la apertura del trámIte previsto en
el arto 50.3 LOTC. con el fin de que la parte recurrente
y el Ministerio Fiscal se pronunciasen sobre la concurren­
cia -de la causa de inadmisión de la demanda de amparo
consistente en su carencia manifiesta de contenido cons­
titucional [arto 50.1 c) LOTC].

En dicho trámite. del que la parte demandante no
hizo uso. el Ministerio Fiscal formuló las siguientes
alegaciones:

A) En primer término. instó la inadmisión de la
demanda por ausencia de invocación previa de los dere­
ct)os fundamentales vulnerados [art: 44.1 c) LOTC). los
cuales. según sostiene. no se hicieron valer en apelación
por el recurrente en amparo.

B) En segundo lugar. considera que la obligación
de ilustrar sobre los recursos procedentes frente a las
resoluciones judiciales. de acuerdo con reiterada y uni­
forme jurisprudencia. carece de toda dimensión cons­
titucional cuando la parte supuéStamente lesionada
actúa procesalmente asistida de Letrado. Además. dicha
queja debió haberse hecho valer en la vista de la ape­
lación. lo que no se verificó incurriendo asr tal alegación
en la causa de inadmisión prevista en el arto 44.1 c) LOTC.

C) Tampoco entiende que exista la invocada lesión
del derecho a la prueba. por cuanto la denegación de
la propuesta obedece. tanto en primera como en segun­
da instancia. a su falta de pertinencia -ambos órganos
judiciales han entendido que la única prueba pertinente
para acreditar los extremos fácticos de la controversia
era la pericial. prueba ésta que no fue pedida en momen­
to alguno por los contendientes-. juicio sobre el que
este Tribunal nada puede decir cuando el mismo. como
sucede en el presente caso. se halla debidamente
razonado.

O) La Sentencia impugnada. por último. tampoco
puEfde ser tachada de ilógica o arbitraria por entender
que la carga de la prueba de la no realización de los
trabajos encargados correspondra al demandado. al
haber negado éste su existencia. Además. no se aprecia
incongruencia alguna entre lo pedido y lo resuelto. pues
se razona la causa por la cual los intereses de demora
se computan desde la presentación de la demanda.
al haberlo solicitado así el demandante y no haberse
opuesto expresamente el demandado en este concreto
extremo.

5. El 25 de octubre de 1995. la Sección dictó pro­
videncia de admisión a trámite del recurso. requiriendo
a los órganos judiciales de procedencia la remisión de
las actuaciones y el emplazamiento de quienes hubieran

sido parte en el proceso de que trae causa el presente
recurso de amparo.

6. Por providencia de 8 de febrero de 1996. la Se<>­
ción acordó tener por recibidas las actuaciones judiciales
solicitadas y la apertura del trámite de alegaciones pre­
visto en el arto 52 LOTC.

En dicho trámite. del que tampoco hizo uso la parte
recurrente. el Ministerio Fiscal. mediante escrito de 5
de marzo de 1996. se limitó a reproducir las alega­
ciones que sobre la carencia de contenido constitucional
de la demanda ya fueron incorporadas a su anterior escri­
to alegatorio. formulado en el trámite previsto en el
arto 50.3 LOTC.

7. Por providencia de 20 de noviembre de 1997.
se seftaló para deliberación y votación de la presente
Sentencia el dra 24 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurfdicos

1. Tal y como de manera más minuciosa ha quedado
detallado en los antecedentes. el recurrente en amparo
se queja de que el Auto de la Audiencia Provincial de
Barceloná. de 8 de abril de 1994. por el que se denegó
su solicitud de recibimiento a prueba del recurso de ape­
lación que habra entablado contra la Sentencia del Juz­
gado de Primera Instancia núm. 28 de los de Barcelona.
de fecha 1 de diciembre de 1993. ha lesionado su dere­
cho a utilizar los medios de prueba pertinentes para la
defensa.

Se aducen. igualmente. otras infracciones de dere­
chos fundamentales directamente enlazadas con la ante­
rior. como lo son la del derecho a la tutela judicial efectiva
-que se estima vulnerado por la falta de motivación.
la falta de lógica en el tratamiento de la carga de la
prueba. y la incongruencia parcial de la Sentencia dictada
en apelación por la Audiencia Provincial. de 13 de julio
de 1994- y la del derecho a los medios de impugnación
-cuya lesión se invoca ante la falta de respuesta a su
solicitud de ilustración sobre los recursos procedentes
contra el ya mencionado Auto dene{Jatorio del recibi­
miento a prueba de la segunda instancl8-. quejas ambas
cuyo eventual enjuiciamiento. por razones de orden lógi­
co. ha de quedar subordinado al previo análisis de la
cuestión relativa a la infracción del derecho a la prueba.
pues una eventual estimación de esta última nos obli­
garra. tal y como se solicita en el petitum de la demanda
de amparo. a decretar una retroacción de las actuaciones
al momento de la admisión de la prueba en segunda
instancia. retroacción de suyo incompatible con cua~
quier pronunciamiento adicional a cargo de este Tribunal
sobre las supuestas lesiones constitucionales acaecidas
con posterioridad a la denegación de la prueba en el
recurso de apelación a la que se imputa la vulneración
del arto 24.2 C.E.

2. Este Tribunal ha 4eclarado en reiteradas ocasio­
nes que el derecho fundamental a la utilización de los
medios de prueba pertinentes para la defensa (art. 24.2
C.E.) engloba. como una de sus manifestaciones. el dere­
cho a que la prueba pertinente. propuesta en tiempo
y forma. sea IIdmitida por los Juzgados y Tribunales ordi­
narios (SSTC 40/1986. 196/1988. 87/1992. entre
otras). correspondiendo a éstos. con carácter exclusivo.
la formalización del juicio de pertinencia entre los medios
de prueba propuestos por las partes y el objeto litigioso
de que se trate en cada caso (V. gr. SSTC 55/1984.
22/1990).

El hecho. sin embargo. de que la realización de dicho
juicio sobre la pertinencia probatoria pertenezca con
caracter exclusivo a los órganos judiciales integrantes
del Poder Judicidl. no implica en modo alguno que tales
órganos puedan proceder al rechazo o a la admisión
de las pruebas de manera arbitraria. La efectividad del
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derecho a la prueba consagrado en el arto 24.2 C.E.,
en efecto, requiere insoslayablemente que el pronun­
ciamiento judicial en cuestión aparezca debidamente
motivado. de forma que queden exteriorizadas de mane­
ra adecuada las razones por las cuales se considera que
un determinado medio probatorio resulta impertinente
de cara a la resolución judicial de la controversia (V: gr.
S8TC 40/1986,51/1985.233/1992).

El rechazo irregular de la prueba por el órgano juris­
diccional, sin embargo. no determina necesariamente
la vulneración del derecho fundamental en cuestión. Tal
y como también ha declarado este Tribunal. la relación
de instrumentalidad existente entre el derecho a la prue­
ba y la prohibición de indefensión (8STC 158/1989,
206/1991. 33/1992. 87/1992) hace que la consta­
tación de una irregularidad procesal en materia proba­
toria no sea por sí sola suficiente para que la pretensión
de amparo adquiera relevancia constitucional. Pues. para
que así ocurra. el defecto procesal ha de tener una inci­
dencia material concreta; por lo que si ésta no se ha
producido. tampoco cabe apreciar la existencia de inde­
fensión desde la perspectiva constitucional (V. gr. 8STC
230/1992. 1/1996). "

3. En el presente caso. tal y como con anterioridad
ha quedado reseñado. el recurrente en amparo. mediante
escrito fechado el día "2 de marzo de 1994. propuso
ante la Audiencia Provincial una serie de medios pro­
batorios tendentes. según sostiene el propio interesado.
a la acreditación de la inexistencia de algunas de las
obras supuestamente realizadas en su vivienda. de la
defectuosidad de algunas de las realmente llevadas a
cabo. -y de la inexactitud de. determinados conceptos
incorporados a la factura cuyo pago íntegro se le recla­
maba; a saber: dOcumental pública (para que por la Teso­
rería General de la Seguridad Social se certificasen las
retribuciones que el demandante en la instancia afirmaba
haber .satisfecho a sus empleados como consecuencia
de la realización d& las oifras en la vivienda del deman­
dado). doc~mental privada (tendente a acreditar si el
demandante había o no gestionado la acometida eléc­
trica y de gas de la vivienda en cuestión). libros de comer­
ciante (al objeto de constatar la existencia o no de las
partidas relativas a la CQmpra de los materiales que se
indicaban en la factura cuyo pago era reclamado al
recurrente en amparo) y. por último. reconocimiento judi­
cial (a fin de que por la comisión judicial se comprobase
el estado exacto de los trabajos y obras eféctivamente
llevados a cabo).

Pues bien. dicha detallada petición -en la que. ade­
más. se contenía una explicaCión sucinta acerca de las
razones por las que cada uno de los citados medios
probatorios resultaba pertinente a los fines de la defI­
nición judicial del conflicto-. fue rntegramente rechazada
por la Audiencia Provincial mediante el Auto .de 8 de
abril de 1994. el cual. por ~a motivación. se limita
a remitirse a la declaraci6n que sobre la falta de per­
tinencia de dichos mismos medios probatorios había
expresado el JUZgado de Primera Instancia. haciendo
suya. pues. una declaración de impertinencia basadá,
no en la ausencia de relación entre dichas pruebas y
el objeto procesal -análisis éste que no aparece en nifl­
puno de los Autos denegatorios de la prueba. ni siquiera
Indiciariamente-. sino tan sólo en el hecho de que el
interesado no había fundamentado en modo alguno su
necesidad. Afírmación ésta que.-a -la vista del contenido
del escrito de proposición probatoria formulado en la
segunda instancia. no se ajusta a-la realidad.

Es evidente. pues. que la ausencia absoluta de cual­
quier referencia a la relación existente entre la prueba
propuesta y los hechos objeto de enjuiciamiento. así
corno la circunstancia de que el ahora recurrente en
amparo, en contra de lo afirmado por remisión en el

Auto impugnado, sí había hecho constar en s~escrito
de proposición probatoria las razones por las cuales la
práctica de los distintos medios de prueba resultaba per­
tinente y necesaria a los fines de acreditar los hechos
alegados en su escrito de contestación a la demanda.
y es igualmente claro que el rechazo de la prueba soli­
citada ha tenido una incidencia material concreta y deci­
siva sobre el fallo. Todo lo cual hace que el Auto de
8 de abril de 1994. dictado por la Audiencia Provincial
de Barcelona. no satisfaga las exigencias del arto 24.2
C.E. en lo que respecta al derecho fundamental a la
prueba.

Ello está unido. además. con el hecho de que la Sen­
tencia dictada en vra de apelación por la Audiencia Pro­
vincial procede a confirmar íntegramente el pronuncia­
miento condenatorio de fondo declarado en la primera
instancia, cuando la condena se basa. precisamente, en
la ausencia de acreditación de los hechos alegados por "­
el ahora recurrente en amparo. Lo qu~ entraña una COfl­
tradicción entre aquel presupuesto y la consecuencia
que del mismo se hace derivar.

Lo que hade conducir a la estimación de la demanda
de amparo y. con ella. la retroacción de las actuaciones
a la fase probatoria de la segunda instancia para que
por la Audiencia Provincial de Barcelona se emita una
decisión sobre la' proposición probatoria del recurrente
no lesiva del art. 24.2 C.E.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESP~OlA

Ha decidido

Estimar el presente recurso de amparo y. en con­
secuencia:

1.0 Restablecer al recurrente en su derecho a utilizar
los medios de prueba pertinentes para su defensa.

2.° Anular el Auto de 8 de abril de 1994. de la
Audiencia Provincial de Barcelona. así como las reso­
luciones dictadas con posterioridad al mismo.

3.0 Retrotraer las actuaciones para que la Audiencia
Provincial de Barcelona se pronuncie sobre la propo­
sición de prueba formulada por el recurrente. dictando
una resolución no lesiva de sus derechos fundamentales.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín· Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veinticuatro de noviembre de mil
novecientos noventa y siete.-José Gabaldón
López.-Fernando Garcra-Mon y González-Regueral.~a­
fael de Mendizábal Allende.-Julio Diego González Caffl­
pos.-earles Vivar Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Fir­
mados y rubricados.

27969 Sala S!Jgunda. Sentencia 199/1997. de 24
de noviembre de 1997. Recu,!o de amparo
3.883/1994. Contra providenCIas del Juzga­
do de Primera Instancia núm. 1deJos delgua­
lada que denegaron solicitud de convocatoria
de Junta de acreedores en procedimiento de
suspensión de pagos. Vulneraci6n delderecho
a la tutela judicial efectiva: inadmisi6n de
recurso lesiva del derecho.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don José Gabaldón López. Presidente; don
Fernando Garcra-Mon y González Regueral, don Rafael


